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Resumen: la igualdad ante la ley, así como la prohibición de 
cualquier forma de discriminación, son dos garantías funda-
mentales protegidas por la Constitución de la República de 
Panamá, así como por una pluralidad de instrumentos inter-
nacionales que son parte de la legislación vigente en el país. A 
pesar de ello, siguen existiendo regulaciones que van a contra-
corriente de esos principios fundamentales del Estado consti-
tucional, y lo que es más grave aún, se trata de normas avaladas 
por la Corte Suprema de Justicia. El caso de la Ley 7 de 2013 
que regula la esterilización de mujeres, así como del fallo de 
2022 que determinó que no había sustento para una declarato-
ria de inconstitucionalidad son el objeto de este análisis. 

Abstract: equality before the law, as well as the prohibition of 
any form of discrimination, are two fundamental rights protec-
ted by the Constitución of the Republic of Panama, as well as 
by a plurality of international instruments that are part of the 
current legislation in the country. Despite this, there continue 
to be regulations that go against the grain of these fundamental 
principles of the constitutional state, and what is even more 
serious, these are regulations endorsed by the Supreme Court 
of Justice. The case of Law 7 of 2013 that regulates the steriliza-
tion of women, as well as the 2022 ruling that determined that 
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there was no basis for a declaration of unconstitutionality, are 
the object of this analysis.
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I. Introducción

El 10 de septiembre de 2020, el pleno de la Corte Suprema de 
Justicia de Panamá, ejerciendo la función de guardiana de la inte-
gridad de la Constitución, declaró que no eran inconstitucionales 
el artículo 3 y el numeral 2 del artículo 4 de la Ley 7 de 2013 que 
establece el marco regulatorio para la esterilización femenina en 
el sistema público de salud. 

Con este fallo se rechazaron los argumentos esgrimidos por 
la demandante quien, al presentar una Acción de Inconstitucio-
nalidad, alegó que las normas citadas violaban preceptos consti-
tucionales que protegen garantías fundamentales, así como con-
venios internacionales ratificados por Panamá.

El citado fallo dejó en evidencia las tareas pendientes en el 
país en materia de equidad de género, igualdad y discriminación, 
específicamente en lo relativo a los derechos reproductivos de 
las mujeres. Las tres mujeres que en ese momento eran magistra-
das de la Corte Suprema —María Eugenia López, Angela Russo y 
Maribel Cornejo— expresaron cada una su desacuerdo en sendos 
salvamentos de voto. A ellas se sumó el entonces magistrado Luis 
Ramón Fábrega, quien ya no forma parte de la Corte Suprema de 
Justicia de Panamá.
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II. La controversia

La Ley 7 de 5 de marzo de 2013 regula en Panamá los procesos 
de esterilización femenina, exigiendo una serie de requisitos que 
deben ser cumplidos para que el procedimiento pueda ser reali-
zado de forma gratuita en las instalaciones de salud pública.1

El artículo 3 de dicha Ley establece como requisitos que la mu-
jer tenga 23 años y haber tenido ya dos hijos. Además, el numeral 
2 del artículo 4 de la misma ley añade la exigencia de una recomen-
dación médica para que el procedimiento pueda llevarse a cabo. 

A pesar de que en el título de la citada ley se alude únicamen-
te a los procesos de esterilización femenina, esta señala también 
en uno de sus artículos finales que en el caso de los hombres solo 
se requiere que hayan cumplido 18 años.

Esta realidad jurídica que establece diferente tratamiento 
para hombres y mujeres frente a un mismo derecho, provocó la 
acción de inconstitucionalidad citada, argumentándose que la 
Ley 7 violaba los artículos 4, 17, 19, 20, 109, 110 y 112 de la 
Constitución Política de la República de Panamá,2 así como los 
principios y normas de la Convención sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (C.E.D.M.),3 
la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradi-
car la violencia contra la mujer,4 el Pacto Internacional de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas,5 
entre otros convenios internacionales ratificados por Panamá.

Los artículos constitucionales que se alegan violados estable-
cen la obligación de acatar las normas de Derecho Internacional 

1	 Ley 7 de 5 de marzo de 2013. Gaceta Oficial Nº 27238-A de 5 de marzo de 
2013, https://www.gacetaoficial.gob.pa

2	  Constitución Política de la República de Panamá, Instituto de Estudios De-
mocráticos, Tribunal Electoral de Panamá, https://ined.ac.pa/

3	 Naciones Unidas, Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer, https://www.ohchr.org

4	 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia Contra la Mujer, https//www.oas.org

5	 Naciones Unidas, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales.
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(art. 4); el deber de las autoridades de asegurar la efectividad de 
los derechos, estableciendo además que estos, así como las garan-
tías que establece la Constitución, deben considerarse como mí-
nimos (art. 17); la prohibición a la existencia de fueros, privile-
gios o discriminación (art.19); la igualdad ante la ley (art. 20); la 
obligación del Estado de velar por la salud de todos los habitantes 
de la República de Panamá (arts. 109 y 110), así como el deber de 
establecer una política de población (art.112). 

Con relación a los convenios internacionales, la proponente 
del recurso citó en especial el artículo 1 de la C.E.D.M, convenio 
ratificado por Panamá en 1981, que define la expresión “discri-
minación contra la mujer”, como 

[…] toda la distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que 
tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconoci-
miento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su es-
tado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas po-
lítica, económica, social, cultural y civil, o en cualquier otra esfera.

La accionante vinculó lo establecido en el texto citado de esa 
Convención, con el artículo 19 de la Constitución que prohíbe la 
existencia de fueros, privilegios o discriminación por razón de 
raza, nacimiento, discapacidad, clase social, sexo, religión o ideas 
políticas.

El alegato contra la norma incluyó también un análisis de la 
Ley 4 de 1999 “por la cual se Instituye la igualdad de Oportunida-
des para las Mujeres”,6 que se fundamenta en los principios de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Erradicar y Sancionar 
toda Clase de Violencia contra la Mujer, y que obliga al Estado a 
proteger a las mujeres de actos violatorios a los derechos huma-
nos. 

Finalmente, la demandante argumentó que la existencia de 
diferente tratamiento entre hombres y mujeres en materia de es-
terilización, así como entre las mujeres que pueden acudir a las 

6	 Ley 4 de 29 de enero de 1999, Gaceta Oficial 23,729, 6 de febrero de 1999, 
https://www.gacetaoficial.gob.pa
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clínicas privadas y aquellas que por su vulnerabilidad social solo 
pueden utilizar el servicio público de salud, constituye una abier-
ta violación a las normas constitucionales que establecen el de-
ber estatal de ofrecer servicios de salud a todos y todas, así como 
a establecer políticas de población en igualdad de condiciones.

2.1. Opinión de Procuraduría General de la Nación

La vista fiscal de la Procuraduría General de la Nación —cabeza 
del Ministerio Público que interviene con una opinión no vincu-
lante en las acciones de inconstitucionalidad— coincidió con la 
demandante, al determinar que los artículos 3 y numeral 2 del 
artículo 4 de la Ley 7 de 2013, violan garantías constitucionales 
vigentes, así como obligaciones emanadas de convenciones in-
ternacionales de derechos humanos ratificadas por Panamá. Es-
tas violaciones, añade la vista de la Procuraduría, se evidencian 
claramente al establecerse requisitos distintos para hombres y 
mujeres, con el objetivo de acceder al sistema público de salud 
para ser esterilizado de forma gratuita.

Para la Procuraduría de la Nación, la diferencia del trata-
miento entre hombres y mujeres constituye una clara violación 
tanto del artículo 19 de la Constitución ya citado, como de los 
principios de igualdad y no discriminación que hacen parte de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos o el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos.

Destaca la vista de la Procuraduría los artículos 12 y 16 de 
la C.E.D.M. (ratificada por Panamá mediante la Ley 4 de 1981), 
que aluden al acceso en condición de igualdad de los servicios 
de atención médica, justamente para el tema que nos ocupa: los 
derechos sexuales y reproductivos.

Es claro para la Procuraduría que, al establecerse criterios 
distintos basados en el género y edad para acceder a los servicios 
gratuitos de esterilización, el legislador nacional está descono-
ciendo los principios constitucionales y convencionales de igual-
dad y no discriminación.
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Añade la vista de la Procuraduría que las diferencias creadas 
por la Ley 13 para el acceso voluntario a los servicios de esteri-
lización gratuitos con claras desventajas para la mujer, no tienen 
sustento científico alguno según lo ha determinado con claridad 
la Organización Mundial de la Salud.7

La opinión de la Procuraduría termina concluyendo que el 
acceso a la salud reproductiva, así como la opción de tomar de-
cisiones informadas, es un derecho humano que el Estado debe 
garantizar en igual forma a hombres y mujeres.

La opinión de la Procuraduría fue desestimada por la mayoría 
de magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 

III. El fallo

La sentencia del 10 de septiembre de 2020, cuyo ponente fue el 
entonces magistrado José Ayú Prado, determinó que los artículos 
3 y 4 de la Ley 7 de 2013 eran constitucionales. La decisión recibió 
el apoyo de otros cuatro magistrados hombres, conformándose así 
la mayoría requerida en el pleno de la Corte Suprema de Justicia. 

El principal sustento del fallo bajo análisis para considerar 
constitucionales los artículos que establecen requisitos para que 
las mujeres accedan de forma gratuita a los servicios de salud pú-
blica para procedimientos de esterilización, es la condición bioló-
gica de la mujer, “[…] pese a que la mujer y el hombre son iguales 
ante la ley y por ende tienen los mismos derechos y obligaciones, 
no puede soslayarse que la mujer por sus características físicas 
y biológicas, específicamente la maternidad, dista mucho de ser 
semejante al hombre en términos reproductivos […]”.8

Esta afirmación saca a la luz una concepción sexista de la so-
ciedad y el derecho, avalada desde la más alta instancia de justicia 

7	 OMS, “Esterilización femenina: lo que deben saber los agentes de salud”, 
1993, https://.who.int/handle/10665/63944

8	 Acción de inconstitucionalidad presentada por Haydée Méndez Illueca 
para que se declaren inconstitucionales el artículo 3 y el numeral 2 del 
artículo 4 de la Ley 7 de 5 de marzo de 2013. Centro de documentación 
judicial. Órgano Judicial de Panamá, organojudicial.gob.pa
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del país, lo que produce un estado de indefensión en las mujeres, 
especialmente en aquellas que, por su condición económica, no 
pueden pagar el costo de un procedimiento de esterilización en 
el sistema privado de salud. 

Se trata de una inaudita defensa de valores patriarcales y dis-
criminadores por parte de la más alta instancia de justicia del 
país,9 así como rancios argumentos que contribuyen a mantener 
los estereotipos y concepciones que han sustentado por tanto 
tiempo la desigualdad entre los sexos.10

El citado fallo inicia haciendo un extenso y detallado recuen-
to histórico de las legislaciones que en el pasado han regulado la 
esterilización femenina en Panamá, desde la Ley 33 de 1939, pa-
sando por la Ley 48 de 1941, concluyendo los magistrados que la 
norma tachada de inconstitucional “representa un avance”, que a 
su vez constituye “prueba suficiente” de la voluntad del legisla-
dor de cumplir con las obligaciones establecidas en los tratados 
internacionales ratificados por Panamá. 

Calificar la norma en análisis como un avance frente a legisla-
ciones pasadas, así como una prueba de la voluntad del legislador 
de cumplir con las obligaciones internacionales no solo sorpren-
de, sino que constituye un razonamiento que nada tiene que ver 
con el examen constitucional y convencional que hace parte de 
las obligaciones de los magistrados de la más alta instancia de jus-
ticia del país, como garantes de la integridad de la Constitución y 
de los valores de igualdad y no discriminación que sustenta. 

Un simple contraste entre la norma calificada como un avan-
ce por la Corte Suprema de Panamá y los principios establecidos 
en las convenciones internacionales pertinentes muestra que, 
con la vigencia de los artículos tachados de inconstitucionales, 
Panamá incumple su compromiso de asegurar condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres en materia de planificación 
familiar.  

9	 Sánchez Urrutia, Ana et al., Análisis feminista del derecho. Teorías, igualdad, 
interculturalidad y violencia de género, Publicacions i edicions Universidad 
de Barcelona, 2013.

10	 Facio, Alda et al., “Feminismo, género y patriarcado”, Academia, Revista so-
bre Enseñanza del Derecho de Buenos Aires, año III, núm. 6, primavera 2005.
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A pesar de ello y de la clara violación de los artículos de la 
Constitución citados, el fallo que analizamos califica de constitu-
cionales una y otra vez los artículos 3 y 4 de la Ley 2013, negando 
los argumentos de la accionante. La lectura de dicha sentencia 
sorprende por su completa ausencia de argumentación jurídica 
y lo que parece una vergonzosa desconexión entre las palabras y 
los hechos. 

Sorprende, además, que los magistrados de la Corte Supre-
ma de Justicia destaquen que la Ley 7 no establece prohibición 
alguna para que las mujeres ejerzan libremente su sexualidad, 
ya que queda abierta la puerta al sistema privado de salud. En 
otras palabras, avalan con su fallo un sistema legal que sustenta y 
profundiza la desigualdad en Panamá, menoscabando el sistema 
de protección de las personas que constituye el fundamento del 
Estado constitucional.

Y es que, tal y como señala el constitucionalista, Rigoberto 
González Montenegro, “el sentido del Estado constitucional solo 
se alcanza cuando los derechos fundamentales son respetados en 
su pleno valor y alcance, correspondiéndole a los tribunales de 
justicia […] interpretar la Constitución con una orientación que 
prevalezca el derecho que se reclama y que se indica ha sido in-
fringido”.11

Es patente entonces que los cinco magistrados que aprobaron 
el fallo comentado, incumplieron su deber de ser los guardianes 
de la integridad de la Constitución, al validar la existencia de una 
ley discriminadora. Igualmente ignoraron su obligación de aplicar 
un riguroso control de convencionalidad, que implica necesaria-
mente —en el contexto del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos del que Panamá es parte—, la obligación de verificar si 
las normas acusadas se encuentran o no conformes a la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos y su jurisprudencia.

Lo mismo puede decirse de los otros convenios internaciona-
les que, por mandato del artículo 4 de la Constitución, deben ser 
acatados por Panamá.

11	 González, Rigoberto, La Constitución y de su interpretación, Panamá, Cultu-
ral Portobelo, 2007, p. 33.
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IV. Los salvamentos de voto

Cuatro de los nueve magistrados que formaban parte del pleno 
de la Corte Suprema de Justicia al momento de emitirse el fallo, 
expresaron individualmente su discrepancia con la posición ma-
yoritaria en este caso. Los cuatro coincidieron en señalar que el 
artículo 3 y el numeral 2 del artículo 4 de la Ley 7 de 2013, violan 
preceptos constitucionales y tratados internacionales ratificados 
por Panamá, al establecer requisitos diferentes para hombres y 
mujeres para la realización de un proceso de esterilización gra-
tuita en el sistema público de salud.

El voto disidente de la magistrada Russo hizo especial énfasis 
en que los derechos reproductivos —entre los que se encuentra 
el acceso a la esterilización—, constituyen un ejemplo del pro-
ceso evolutivo de los derechos humanos. Un proceso que está 
supuesto a garantizar el artículo 17 de la Constitución Política 
de la República de Panamá que, tras la reforma constitucional 
de 2004, establece que los derechos y garantías que consagra la 
Constitución deben considerarse como mínimos y no excluyen-
tes de otros que incidan sobre los derechos fundamentales y la 
dignidad de la persona. 

La citada reforma constitucional impulsó, por un lado, el for-
talecimiento de las instituciones democráticas y el Estado de de-
recho, y por el otro la ampliación de los derechos fundamentales, 
abriendo la posibilidad de que se reconozcan nuevos derechos a 
medida que evoluciona la sociedad, a través del desarrollo juris-
prudencial. 

Según la nueva fórmula incluida en el artículo 17 de la Cons-
titución, la justicia constitucional puede y debe avalar nuevos de-
rechos fundamentales, más allá de los expresamente enunciados 
en el texto constitucional.12 

12	 “Esta nueva fórmula tiene antecedentes claros en el derecho comparado, ya 
que el artículo noveno de la Declaración de Derechos de la Constitución de 
Estados Unidos, prevé que la numeración de ciertos derechos en la Consti-
tución no debe interpretarse como la negación de otros que retiene el pue-
blo. La Constitución colombiana recogió de 1991 recogió esa tendencia en 
su artículo 94”. Hoyos, Arturo, “Reformas constitucionales de 2004. Visión 
general”, El Panamá América, 28 de agosto de 2004.
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El tema fue abordado en varios de los votos disidentes, ale-
gándose que los derechos reproductivos son derechos humanos 
que deben ser protegidos por el Estado, en cumplimiento de las 
obligaciones nacidas de los convenios internacionales ratificados 
por Panamá. Estos derechos reproductivos, destacan, se encuen-
tran concatenados a otros derechos humanos como el derecho a 
la vida, salud, igualdad, no discriminación, entre otros. 

En relación al tema de la salud sexual y reproductiva, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos abordó el tema en sen-
tencia de 2016, señalando que la salud sexual y reproductiva “se 
relaciona […] con la autonomía y la libertad reproductiva, en 
cuanto al derecho a tomar decisiones autónomas sobre su plan 
de vida, su cuerpo y su salud sexual y reproductiva, libre de toda 
violencia, coacción y discriminación”.13

Justamente es esa autonomía citada por la sentencia de la 
Corte Interamericana de Justicia, la que carece una mujer pana-
meña que solo tenga cómo vía posible el sistema de salud pública, 
y que no cumpla con los requisitos que exige la Ley 7 de 2013. 

En ese mismo sentido, la catedrática panameña de derecho 
penal, Virginia Arango Durling en un estudio sobre la esterili-
zación femenina a raíz del fallo que analizamos, critica los argu-
mentos de los magistrados de la Corte Suprema señalando que 
“[…] son incongruentes, pues no solo se han violentado el princi-
pio de igualdad y no discriminación, sino también el derecho a la 
autodeterminación de la mujer […]”.14

Igualmente se advierte en los votos disidentes, que las nor-
mas tachadas de inconstitucionales no solo crean una situación 
discriminatoria entre hombres y mujeres, sino también entre las 
mujeres que puedan pagar un procedimiento de esterilización en 
una clínica privada, para las que no existe requisito alguno; a di-
ferencia de las mujeres en situación de vulnerabilidad económica 
y social, que solo pueden acudir al sistema público de salud. Se 

13	 Corte IDH. Caso I.V. vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Repara-
ciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C, núm. 329. 

14	 Arango Durling, Virginia, “Esterilización femenina. Una perspectiva penal, 
jurisprudencial y de derechos humanos”, Boletín de Ciencias Penales, núm. 
16, Panamá, julio-diciembre de 2021, pp. 1-44.
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trata, alegan los magistrados disidentes, de un tratamiento discri-
minatorio entre mujeres.

Por todo ello, los cuatro votos contrarios a la mayoría con-
cluyeron que, efectivamente, los artículos 3 y 4 (numeral 2) de 
la Ley 7 de 2013 son inconstitucionales, ya que violan el derecho 
fundamental de la igualdad ante la ley que consagra el artículo 20 
de la Constitución, así como el artículo 19 que prohíbe la discri-
minación.

V. Análisis final

El concepto de igualdad ante la ley constituye el centro de la 
controversia que plantea tanto la Ley 7 como el fallo de la Corte 
Suprema de Panamá. Al respecto, el constitucionalista español, 
Javier García Roca, destaca que se trata de un logro irrenunciable 
del Estado constitucional, fruto del primer liberalismo, así como 
un derecho que tiene un carácter expansivo y transversal, lo que 
implica que debe proyectarse sobre todas las normas aplicables a 
los eventos de la vida de los ciudadanos como la filiación, pensio-
nes, acceso a la función pública y muchos otros ejemplos, inclu-
yendo por supuesto, los derechos reproductivos que es el tema 
que nos ocupa.15 “La igualdad de trato normativo es un modo de 
entender el ordenamiento jurídico y de interpretarlo; obliga tanto 
a escribir las normas como a aplicarlas impidiendo desigualdades 
de trato injustificables en cualquier materia. Supone un modo de 
ser la ley y un modo de aplicarla”.16

Por su parte, el recordado jurista y defensor de los derechos 
humanos, Pedro Nikken señalaba que “la no discriminación en 
general es uno de los principios fundamentales y de las normas 
superiores sobre los que se fundamenta la comunidad internacio-
nal […]. Este principio domina la totalidad de los instrumentos 

15	 “[…] los ciudadanos abandonaron el estado de naturaleza para construir 
mediante un contrato social una comunidad política estatal donde sean li-
bres e iguales. Una bellísima ficción que justifica racionalmente la existen-
cia estatal”. García Roca, Javier, Lecciones de Derecho Constitucional, Edito-
rial Aranzadi, 2023, p. 386.

16	 Ibidem, p. 387.
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internacionales de protección de los derechos humanos, y no po-
cas veces se manifiesta concretamente en la noción de igualdad 
entre hombre y mujer”.17

Caso similar al que analizamos fue objeto de una opinión con-
sultiva OC-4/84 de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos relacionado con el proceso de naturalización en Costa Rica. 
La consulta fue planteada por ese país frente a una propuesta de 
reforma constitucional que establecía diferentes tratamientos 
para hombres y mujeres, determinando plazos distintos de resi-
dencia como requisito, y exigiendo requerimientos adicionales a 
la “mujer extranjera” casada con un costarricense.

Tras hacer un detallado análisis de la evolución histórica en 
la región de los derechos de las mujeres, la Corte interpretó que 
“no se justifica y debe ser considerada como discriminatoria, la 
diferencia que se hace entre los cónyuges […] para la obtención 
de la nacionalidad costarricense”.18

No cabe duda que, la igualdad ante la ley y la consecuente 
prohibición de discriminar que disponen los artículos 19 y 20 
de la Constitución de la República de Panamá sigue enfrentan-
do, en el caso de la igualdad de género, muchos obstáculos que 
no son solo jurídicos sino principalmente culturales, tal como 
afirmara la también jurista y defensora de derechos humanos, 
Isabel Odio.

La imagen social de la mujer ha sido creada por el hombre; no por 
los hombres y las mujeres conjuntamente en nombre de unos fines 
comunes, no por las mujeres para ellas mismas, sino por el hombre. 
Y tal vez allí estribe realmente la gran dificultad: en que tal imagen 
es, por definición deformada. La visión que el hombre tiene de la 
mujer no es objetiva, sino más bien una inestable combinación de 
lo que desearía que fuera y de lo que teme que pueda ser; y a esta 
imagen es a la que la mujer ha tenido que adaptarse […]. Las cosas 
cambian mucho más lentamente de lo que la gente supone. La re-

17	 Nikken, Pedro, En defensa de la persona humana, Editorial Jurídica venezo-
lana, 1989, p. 103.

18	 Corte IDH. O/C 4/84. Propuesta de modificación a la Constitución de Cos-
ta Rica relacionado con la naturalización, solicitada por el gobierno de Cos-
ta Rica. Opinión Consultiva de 19 de enero de 1984. Serie A, núm. 4.
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forma social y aún la revolución no implican, necesariamente, un 
cambio de actitud, y el último bastión que el hombre rendirá es la 
conciencia de su propia superioridad.19

De sobra es conocida la evolución de los movimientos femi-
nistas desde las revoluciones de los siglos xviii y xix en las que, 
a pesar del destacado papel jugado por no pocas mujeres, estas 
no son incorporadas en la nueva organización social, jurídica y 
política que surge de tales movimientos, negándoles la condición 
de sujetos políticos y de derecho.

En el caso panameño, el reconocimiento de la plena igual-
dad entre hombres y mujeres tuvo que esperar hasta la Cons-
titución de 1946. Sin embargo, no eran pocas las normas que 
en diversos códigos o leyes mantuvieron la subordinación 
de la mujer al hombre (padre o esposo) hasta la década de 
1990.20

La ley 7 de 2013 y el fallo que ha permitido que se mantenga 
su vigencia, así como otras normas existentes en materia electo-
ral, demuestra que aún es mucho el camino que se debe recorrer 
para lograr la igualdad de género en Panamá.21

Lo anterior queda especialmente evidenciado con el argu-
mento utilizado por la Corte Suprema de Justicia para avalar la 
constitucionalidad de la Ley 7 de 1913, y que, como ya se ha 
señalado, hace alusión a la condición biológica de la mujer, y que 

19	 Odio, Elizabeth, “El principio de la no discriminación: el caso de los dere-
chos de la mujer”, Revista del Instituto Iberoamericano de Derechos Huma-
nos, 1985, p. 71.

20	 Russo de Cedeño, Ángela, “Los derechos de la mujer panameña en la Cons-
titución del Siglo XXI”, Ponencia, Centro de Documentación Judicial, 1996, 
organojudicial.gob.pa/registro

21	 Acción de inconstitucionalidad interpuesta por Rebeca González con-
tra una frase del artículo 301 del Código Electoral y el artículo 40 del 
Decreto 12 de 2018 dictado por el Tribunal Electoral, 2008 y Acción 
de Inconstitucionalidad Interpuesta por Betzaida Guerero para que 
se declare parcialmente inconstitucional el artículo 308-1 del Código 
Electoral de 2020. En ambos casos la Corte Suprema de Justicia deses-
timó lo solicitado, dejando vigente la norma del Código Electoral que 
hace inviable el principio de paridad de género en las candidaturas 
electorales.
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no es otra cosa que la evidencia de lo que el citado Pedro Nikken, 
llamó “el influjo de un régimen patriarcal inveterado”.22

En el mismo sentido se expresaba la constitucionalista Ana 
Sánchez Urrutia: 

En la legislación y en todos los ámbitos de conocimiento, la mujer 
no se contempla como un fin en sí mismo, sino que se instrumen-
taliza su cuerpo para atender otros fines superiores. Así el cuerpo 
de la mujer debe atender no solo la concepción religiosa imperan-
te (obligación de pureza y santidad), sino que también debe ser 
instrumento mediante el cual se perpetúa la especie y la estirpe 
patriarcal: es el objeto necesario para la reproducción y el cuidado 
de los hijos y para el bienestar del hombre.23

Esos conceptos y valores que impregnaron la sociedad oc-
cidental del siglo xix se evidenciaron con fuerza en el fallo co-
mentado, validándose una norma claramente discriminatoria y 
asignando a las mujeres —en este caso las pobres— el papel de 
garantes de la subsistencia de la población. Y todo a contrasenti-
do de los avances formales alcanzados con tratados e institucio-
nes internacionales en esta materia.24  

En pleno siglo xxi, este caso evidencia un Estado que discri-
mina al aprobar leyes que establecen desigual tratamiento entre 
hombres y mujeres —incluso entre mujeres— con el propósito de 
mantener la especie, así como una justicia que lo avala.

Frente a un fallo como el que analizamos, la ya citada Ana 
Sánchez Urrutia apela a la necesidad de continuar trabajando en 
la búsqueda de la igualdad: 

22	 Nikken, Pedro, op. cit., p. 100.
23	 Sánchez Urrutia, Ana, op. cit., Prólogo.
24	 “Hay muchas razones por las cuales, a pesar de tantos tratados que garan-

tizan la igualdad entre hombres y mujeres, todavía no se haya logrado eli-
minar la discriminación sexual. Entre estas puede mencionarse la falta de 
voluntad política de quienes tienen el poder para hacerlo, las concepciones 
religiosas que, abierta o solapadamente, atentan contra la igualdad entre los 
sexos, las costumbres y tradiciones misóginas que entroniza la superioridad 
del sexo masculino, los estereotipos sexuales que mantienen la inferioridad 
de los roles femeninos, entre otras”. Alda Facio, “El derecho a la igualdad 
entre hombres y mujeres”, Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
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Hay que luchar contra los estereotipos y por ello es tarea de los juris-
tas identificar los valores que transmiten las normas, reflexionar so-
bre las soluciones jurídicas adoptadas por el sistema normativo ante 
los conflictos que afectan a las mujeres y analizar las tutelas y las ga-
rantías que el ordenamiento jurídico prevé antes estas situaciones.25
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